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Opinión

Patricio Segura
Ortiz

Periodista - psegura@gmail.com

El clivaje electoral 
invisibilizado: ¿Es la 

naturaleza sólo un recurso?
 
Probablemente, a más de alguno le dará lo mismo.  Que son 

temas del globalismo, en este caso ambientalista. Que no es 
cierto, que cada persona (o país) hace lo que quiere y que lo 
importante es crecer, crecer y crecer.  No importa el costo, ya que 
la naturaleza y los seres humanos del futuro pagarán la cuenta.

La aprobación de la Ley de Autorizaciones Sectoriales en 
Chile, llamada desde el desarrollismo radical “de permisología” 
(sí, existe un radicalismo productivista), no es solitaria golondrina 
de una noche de verano.  Tampoco veranito de San Juan 
extractivista.  Es parte de una lógica que recorre el planeta y lo 
arrasa. Incluido nuestro subcontinente.  

Hasta hace un tiempo, como región (latinoamericana, 
aunque al chovinismo patriotero nacional y local no le guste la 
homologación con el vecindario) dábamos cátedra sobre políticas 
públicas socioambientales de vanguardia.

Ecuador incorporó en 2008 a su Constitución los derechos 
de la naturaleza, en 2021 se aprobó el Acuerdo de Escazú sobre 
información, participación y justicia ambiental y Bolivia se 
revelaba en contra de la privatización del agua en 2000.  Será 
por los vínculos con los pueblos originarios que la sensibilidad 
pro natura emergía con mayor fuerza en esta América morena. 
No rubia, caucásica ni colorina.  Indígena o, al menos, mestiza.  

Pero como la teoría del péndulo lo dice (en clave política 
se llama a aquello contraofensiva reaccionaria), la regresión 
comenzó fuerte como respuesta a estos avances.  De la mano, 
por cierto, de la emergencia de ultraderechas que con cierta 
izquierda desarrollista comparten que la biodiversidad está ahí 
sólo para usarla a nuestro arbitrio.  Como un recurso que puede 
ser mercantilizado y apropiado por unos pocos sólo por obra y 
gracia del capital.  

Claramente lo patrimonial es parte de la ecuación cuando 
hablamos de la naturaleza en su función productiva (que, no 
está demás aclarar, no es la única).  El problema está en la 
acumulación de ciertos elementos y vidas que debieran ser 
comunes, e incluso en algunos casos ser sujeto de derechos.  

En Chile lo vimos con la Ley de Autorizaciones Sectoriales, 
entre otras normativas que siguen avanzando, como es la reforma 
al Reglamento al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, 
impulsada por la ministra Maisa Rojas.  Éste flexibiliza el umbral 
para el ingreso a evaluación de ciertos proyectos, además de 
permitir la tramitación express de las modificaciones a los cuales 
ya cuentan con una autorización ambiental.  Esto último permitiría 
que empresas presenten iniciativas subdimensionadas (no muy 
sorpresivo: ya usan la frigura de la fragmentación), para que una 
vez aprobados puedan ser ampliados por vía administrativa.

Pero Chile no está solo.
Un reciente artículo de DW consignó que en varios países del 

barrio se cuecen habas similares.
En Ecuador, por ejemplo, “el presidente Daniel Noboa 

está avanzando en una reforma constitucional velada a través 
de leyes marcadas de urgencia económica, atropellando la 
Constitución” explicó el economista y ex presidente de la 
Asamblea Constituyente, Alberto Acosta.  La idea, concesionar 
áreas protegidas con el fin de enfrentar la falta de presupuesto 
fiscal para su gestión.  Noboa es militante del partido Acción 
Democrática Nacional, de corte populista de derecha y libertario.

Aunque suene extraño, en Chile eso ocurre desde hace ya 
varios años.

En Brasil, en tanto, el Congreso ha aprobado un proyecto 
(conocida también como “Ley de Devastación”) que flexibiliza los 
permisos ambientales, donde para ciertos proyectos los titulares 
podrán, en la práctica, auto otorgarse las autorizaciones.  Esto, 
mediante una declaración jurada o designándose de interés 
estratégico nacional.  El gobierno de Luis Inácio da Silva está 
dividido, sin claridad crítica a esta iniciativa.  Recordemos: Lula 
es de ideología socialdemócrata y de izquierda.

No hay que sorprenderse: La Ley de Autorizaciones 
Sectoriales avanzó en Chile en medidas similares.

Y en Perú, el desmantelamiento viene ya desde hace años. 
Hoy existen los Informes Técnicos Sustentatorios(ITS), que son 
autorizaciones ambientales con fast track y parciales, que permite 
a las empresas modificar los proyectos en el proceso. Y hace 
poco se modificó la normativa forestal con el fin de agilizar los 
cambios de uso de suelo, habilitando una “mayor deforestación y 
tráfico de tierras”.  Los argumentos esgrimidos por el Ejecutivo y el 
Congreso, al igual que en Chile, han sido combatir la burocracia y 
facilitar trámites.  La presidenta Dina Boluarte, hoy independiente, 
proviene de la izquierda.

Ideas similares están aprobándose en Chile por estos días.
En época de revisión de los clivajes políticos, cuando 

populismos de todo tipo pretenden que la disyuntiva sea el pueblo 
virtuoso contra la élite corrupta, hay otra polaridad que sigue 
vigente: ver la naturaleza sólo como un recurso o entenderla 
como parte integrante de la vida, la nuestra actual y futura, y de 
las otras especies que nos acompañan.  

En el fondo, como sustento de la existencia o sólo como 
despensa o vertedero.

Últimos 8 meses de gestión gubernamental y 
las expectativas de la comunidad

No es mucho más lo que se puede esperar 
en materia de avances concretos, de la gestión 
de este Gobierno, porque tiempo ya no queda, 
y aun cuando el slogan de gobernar hasta el 
último día suena bien y evidencia convicción, 
lo objetivo es que en 8 meses es bien poco lo 
que se puede hacer.

Pero más allá de ese factor, lo que la 
ciudadanía espera, es que las políticas públicas 
generen el efecto favorable que todos anhelan, 
que dejen huellas y demuestren que los 
cambios por los que esta administración y la 
propia comunidad tanto abogan, comiencen a 
apreciarse. Desde esa máxima, creemos que la 
región y sus habitantes tienen grandes sueños 
y debemos trabajar colectivamente por poner 
nuestros mejores esfuerzos para buscar los 
beneficios que cada aisenino demanda.  Para 
eso, hay que dejar de lado los sesgos políticos y 
trabajar colaborativamente por la consecución 
de nuestros grandes objetivos colectivos.

Porque de nada sirve trabajar de manera 
asociativa y con un fuerte énfasis en la 
participación ciudadana, si no existe una hoja 
de ruta clara, una planificación transparente, 
si al final del día todo se resuelve con 
descalificaciones y con ataques personales, 
con sesgo político, con pan y circo. Eso ha 
demostrado ser nefasto para la democracia. 

La percepción ciudadana es clara y rotunda 
y siente que el país y la región poco avanzan, 
porque la gente no advierte desarrollo, no nota 
crecimiento y con una lentitud que impacienta, 
poco a poco comienzan a ejecutarse obras 
públicas de primera prioridad, que están 
teniendo un impacto en el empleo.

Esa percepción no la inventamos nosotros 

como medio de comunicación, es genuina, 
es ciudadana, ya que de manera permanente 
escuchamos y ponemos mucha atención a la 
opinión de la ciudadanía, que un insumo muy 
legítimo y fundamental para medir la gestión 
gubernamental. Algunos la cuestionan porque 
no tiene sustento científico, pero sin duda 
cala fuerte en el estado de ánimo de toda una 
comunidad. 

Por lo mismo, hemos estado 
permanentemente llamando a los actores 
políticos de la región a dejar de lado las 
diferencias y a generar un debate donde el 
epicentro sea el futuro de Aysén y el bienestar 
de sus habitantes, no las posturas ideológicas 
que cada partido o sector político quiera 
relevar. Y aun cuando cada ciudadano/a tiene el 
legítimo derecho a simpatizar con las ideas que 
mejor lo representen, hoy el debate está puesto 
en la forma cómo mejoramos la gestión, como 
desarrollamos Aysén, generando empleos, 
poniendo en marcha nuevos proyectos y obras 
públicas, y a partir de ello, cómo comenzamos 
a transitar por mejores días en lo económico, 
en lo laboral y en lo social.

La comunidad aisenina sigue a la espera 
respuestas y soluciones a muchas demandas 
y problemas. Muchas de esas soluciones 
están en manos de las autoridades regionales 
y otras en manos del gobierno central y los 
parlamentarios, que deben empoderarse mejor 
de su rol y su compromiso con Aysén. Las 
personas esperan que esas demandas sean 
atendidas o, al menos, conocidas por esas 
autoridades, electas y designadas, con acciones 
concretas, acercamientos reales, voluntad 
política para comprender esas particularidades.
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